INFORME DE LA COMISIÓN DE FAMILIA ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL DERECHO DE VISITA A LOS HIJOS SOMETIDOS A TUICIÓN DE UNO DE LOS PADRES.


BOLETÍN Nº 1551-18


_____________________________________________________________





Honorable Cámara:





	Vuestra Comisión de Familia pasa a informar acerca del proyecto de ley de la referencia, originado en una moción de los Diputados señores Paya y Silva, patrocinada, además, por las diputadas señoras Pollarolo y Saa y el diputado señor Valcarce, y a la cual adhirieron, también, los diputados señores Jürgensen y Seguel.


	Consultada la Excma. Corte Suprema sobre el proyecto en informe, ésta, por oficio Nº 000377, de 19 de mayo del año en curso, ha informado favorablemente sobre él. 


	Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:


	Señora María Soledad Alvear Valenzuela, Ministra de Justicia y las señoras Consuelo Gazmuri y Amira Esquivel, asesoras del Área Jurídica del Ministerio de Justicia; señora Dora Menadier D’Angeli, Presidenta de la Asociación Nacional de Magistrados de Menores y jueza titular del Tercer Juzgado de Menores de Santiago; María Angélica Detaille Olivares, jueza titular del Primer Juzgado de Menores de Valparaíso; señor Hernán Fernández, abogado del SENAME; señor Hernán Villegas, Vicepresidente del Colegio de Psicólogos de Chile A.G.; señores Eduardo Acuña, Presidente; Juan Pavín, abogado, y Sebastián Bustamante, en representación de la autodenominada “Agrupación de Padres por la Igualdad de Derechos frente a los Hijos” y el señor Fernando Coddou P., psicólogo, del Instituto de Terapia Familiar de Santiago.


I. ANTECEDENTES GENERALES


	CÓDIGO CIVIL.


	El artículo 222 de nuestro Código Civil prescribe que "Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de la crianza y educación de sus hijos legítimos."


	Por su parte, los incisos primero y segundo del artículo 223 señalan que "A la madre divorciada, haya dado o no motivo al divorcio, toca el cuidar personalmente de los hijos menores. Sin embargo, no se le confiará el cuidado de los hijos, cuando por su depravación sea de temer que se perviertan.".


	"En estos casos, o en el de hallarse inhabilitada por otra causa, se confiará el cuidado personal de los hijos al padre.".


	A su vez, los incisos primero y tercero del artículo 225 estatuyen que "Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes.".


	"Lo dispuesto en este artículo y en el artículo 223, se aplicará también al caso de nulidad del matrimonio de los padres."


	Por último, el artículo 227 de este mismo cuerpo legal establece que "Al padre o madre de cuyo cuidado personal se sacaren los hijos, no por eso se prohibirá visitarlos, con la frecuencia y libertad que el juez juzgare convenientes."


	LEY Nº 16.618, SOBRE MENORES.


	El artículo 26, Nº 1), de esta ley dispone que corresponderá a los jueces de letras de menores, entre otras materias, determinar a quién corresponde la tuición de los menores


	El artículo 46 preceptúa: "Se aplicarán los artículos 223 a 227, inclusive, del Código Civil en los casos de nulidad de matrimonio, separación de hecho o convencional de los cónyuges y en aquellos en que los padres no estén unidos en matrimonio, sea que ambos o ninguno hayan reconocido a los hijos, en cuanto esas disposiciones sean aplicables a estas situaciones.


	Sin embargo, si el cónyuge a quien le correspondiere la tuición del menor de acuerdo con el inciso anterior, hubiese contraído nuevo matrimonio, el juez podrá alterar estas reglas atendida la conveniencia del menor y conceder la tuición al otro, siempre que éste no se encontrare en la misma situación ni le afectare alguna inhabilidad. En todo caso, perderá el derecho a la tuición el padre que no hubiese contribuido a la mantención del hijo mientras éste estaba bajo el cuidado de la madre."


	El artículo 48 prescribe que "Cada vez que se confiare un menor a alguno de sus padres o a un tercero, deberá establecerse en la resolución respectiva la obligación de admitir que sea visitado por quien carece de tuición, determinándose la forma en que se ejercitará este derecho.


	Podrá el juez, en caso calificado, de oficio o a petición de parte, sin forma de juicio, disponer en la resolución que la misma autorización se entienda conferida, en la forma y condiciones que determine, a los ascendientes o hermanos legítimos del menor, debiendo éstos ser individualizados."


	El artículo 49, que fija las reglas a que deberá sujetarse la salida de menores desde Chile, en su inciso quinto, indica que "Decretada por el tribunal la obligación de admitir las visitas a que se refiere el artículo anterior, se requerirá también autorización del padre o madre que tenga derecho a visitar al hijo."


	El artículo 66 estatuye, entre otras materias, que el condenado en procedimiento de tuición, por resolución judicial que cause ejecutoria, que infringiere las resoluciones que determinan el régimen de visitas, será apremiado en la forma establecida por el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil�.


II. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA.


	Los patrocinantes de la moción la fundan en que una de las grandes deficiencias y carencias de nuestro sistema judicial, por todos conocida, dice relación a la regulación del "derecho a visita" que todo padre o madre tiene respecto del hijo o hija del que ha sido separado.


	Hacen presente que, en la actualidad, son cientos los padres y madres que no tienen la posibilidad de visitar a sus hijos, simplemente porque el tribunal no ha resuelto sobre la tuición ni regulado dichas visitas.


	Sostienen que la falta de resolución, la lentitud del proceso judicial o la mera inacción judicial impiden el contacto afectivo entre el menor y su padre o madre, produciéndoles un dolor imposible de describir y un daño a esa relación que puede resultar permanente, en circunstancias que la acción de la justicia debe velar por que el quiebre de la relación entre los padres del menor no implique, además, la ruptura de los vínculos emocionales entre ese niño y cada uno de sus progenitores.


	En razón de ello, el proyecto persigue terminar con esta situación, especialmente grave por el daño emocional que origina, disponiendo al efecto que, mientras esté pendiente una resolución sobre la tuición, el padre o madre separado de su hijo tiene el derecho de visita, en los términos que indica.


	El establecimiento de este sistema supletorio del silencio judicial, que no impide al juez regular dicho derecho de modo distinto si lo estima conveniente, sólo evita que un eventual retraso del tribunal en resolver estas materias prive a los padres o madres y a sus hijos de la posibilidad de mantener su relación.


III. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


	La idea central del proyecto se orienta a modificar la actual normativa legal que regula el ejercicio del "derecho de visita" que todo padre o madre tiene en relación del hijo o de la hija de la cual ha sido separado, con el propósito de establecer un sistema regulador del mismo, supletorio de la falta de acuerdo entre los padres o, en su defecto, del silencio judicial


	Con tal propósito, se propone modificar el artículo 48 de la ley Nº 16.618, de Menores, a fin de agregar tres nuevos incisos que tienen los siguientes objetivos específicos:


	1. Disponer que en caso de que se omitiere regular el ejercicio del derecho de visita  -en la resolución judicial respectiva- éste será ejercido los días domingos, durante al menos doce horas, sin que el menor pueda ser devuelto a su morada después de las veintiuna horas.


	2. Autorizar a las partes para modificar, de común acuerdo y en cualquier tiempo, el régimen propuesto.


	3. Establecer que la norma se aplicará siempre que no se hubiere resuelto, provisional o definitivamente, sobre la tuición.


	4. Facultar al juez para suspender el derecho de visita cuando su ejercicio pueda producir la perversión del menor por la depravación de quien lo ejerce, así como también disponer, en subsidio de la suspensión del derecho de visita, que éste se ejercite los días que señale, en la morada del menor, sin retirarlo de ella, durante dos horas a lo menos.


	De conformidad al principio de la jerarquía de las normas de derecho, si lo que se quiere es modificar una disposición legal  -artículo 48 de la ley de Menores-, se requiere de la dictación de una ley para ello.


	Para los efectos de materializar esta idea, los autores proponen un proyecto de ley estructurado en un artículo único.


IV. SÍNTESIS DE LAS EXPOSICIONES FORMULADAS EN LA COMISIÓN.


	Las señora Dora Menadier D’Angeli, Presidenta de la Asociación Nacional de Magistrados de Menores y jueza titular del Tercer Juzgado de Menores de Santiago, planteó que lo usual es que el padre solicite la regulación del derecho de visita respecto del hijo en forma independiente de la tuición. Más aun, lo común es que el padre no solicite la tuición.  Por consiguiente, la determinación judicial de un régimen de visitas no depende de que se resuelva o no se resuelva una causa de tuición.


	Hizo presente, además, que los jueces de menores tienen un concepto muy claro del significado psicosocial de las relaciones afectivas padre-hijo y de la importancia del papel paterno en el desarrollo de un menor. En aplicación de lo expuesto, tratan de fijar, de inmediato, en el comparendo de estilo, un régimen provisional, cuando no es posible establecer un avenimiento en el que se determine un régimen definitivo.


	Explicó que, por la trascendencia de esta relación, el régimen de visitas se fija, en cada caso, de acuerdo con las características especiales de cada familia, esto es, considerando la edad y el sexo del menor, el tipo de relación que mantiene con el padre, los vínculos afectivos, el rechazo, el lugar donde se realizará, las terceras personas que intervendrán, etc.  En consideración a ello, enfatizó que un sistema supletorio como el que propone la iniciativa, aplicable a todo menor sin distinción alguna, es inadecuado y riesgoso para éste. Sostuvo que, para que cumpla su finalidad el régimen de visita, éste debe fijarse de acuerdo con las características propias de las personas que lo van a "vivir".


	Agregó que, por excepción, la visita se realiza en el recinto del tribunal, forma que se adopta cuando es necesario proteger la salud psíquica y física del menor. Generalmente, es transitoria, puesto que dura mientras se acreditan, o no se acreditan las inhabilidades que, según la madre, presenta el padre. Para resolver esto, se solicitan diversos informes: psicológicos, psiquiátricos, sociales, etc.


	Destacó que los jueces están facultados para suspender el derecho de visita en caso de que su ejercicio cause perjuicio al menor, así como también para establecer otras modalidades para su apropiado cumplimiento, como el hecho de que se efectúe en la morada del menor.  Por ello, adujo que los requisitos que la iniciativa exige para suspender el derecho de visita son extremadamente graves, en circunstancias que existen muchas otras causales de suspensión que no cumplirían con lo expuesto. Asimismo, señaló que la alternativa de visita en la morada de la madre es innecesaria, por cuanto en la actualidad no existe ninguna limitación legal en cuanto al lugar donde deba realizarse.


	Por último, propuso establecer en el proyecto: a) la obligatoriedad de fijar un régimen de visitas provisional en el comparendo de estilo, trámite en el cual debería recibirse la causa a prueba y habrían de solicitarse, además, los informes que procedieren; b) el derecho de visita en forma independiente del derecho de tuición, ampliando la titularidad de este derecho a los abuelos naturales y a otros parientes; c) sanciones especificas para quien no cumpla las resoluciones que determinen el régimen de visitas, y d) compensaciones en favor del titular del derecho de visita que no pueda ejercerlo por oposición injustificada de quién tenga a su cuidado al niño. 


* * * * *


	Por su parte, la señora María Angélica Detaille Olivares, jueza titular del Primer Juzgado de Menores de Valparaíso, junto con compartir la expresiones vertidas precedentemente por la señora Menadier, planteó lo siguiente:


	1) En relación con el día en que se ejercería el derecho de visita, sugiere considerar la situación laboral de los padres, por cuanto, si ambos trabajan fuera del hogar desde el lunes hasta el sábado, el día domingo debería ejercerse un régimen de visita alternado o compartido.  Asimismo, estimó necesario tener presente la situación de aquellos padres que deben cumplir turnos en sus trabajos, incluso en días domingo, y que disponen de días libres durante la semana.


	2) Respecto de la duración de la visita, consideró excesivas las doce horas que fija el proyecto.  Propuso un máximo de diez horas, teniendo presente, principalmente, los siguientes aspectos: a) edad del hijo, b) situación escolar, c) estación del año.


	a) Respecto de la edad del hijo, tratándose de menores de cuatro años, a fin de velar por su salud, no consideró prudente que sean retirados de su hogar antes de las 10:00 horas ni devueltos después de las 18:00 horas.


	b) Respecto de la situación escolar, señaló que el niño que asiste al colegio debe prepararse para asistir a clases el día siguiente, de modo que lo prudente sería retornarlo al hogar a las 19:00 horas, si el derecho de visita se ejerce el día domingo o durante la jornada semanal. 


	c) Respecto de la estación del año y en razón de la salud de los menores, sugirió para el periodo comprendido entre los meses de abril y septiembre, ambos inclusive, un horario similar al señalado en la letra a).  En cambio, entre los meses de octubre y marzo, la visita podría extenderse hasta las 19:00 ó 20:00 horas, considerando que el clima es más benigno y que los padres suelen tomar vacaciones durante este lapso.


* * * * *


	En representación del Ejecutivo, las señoras María Soledad Alvear, Consuelo Gazmuri y Amira Esquivel, hicieron presente que el Ministerio de Justicia está plenamente de acuerdo con la idea de legislar que inspira a este proyecto.  No obstante, señalaron que los problemas que impiden el ejercicio del derecho de visita no sólo deben ser abordados desde la perspectiva del ámbito judicial, sino que también es conveniente introducir algunas correcciones en la legislación sustantiva que regula este derecho, por considerar que las dificultades que entraban su ejercicio no provienen únicamente de las deficiencias del sistema judicial.


	Destacaron que, contrariamente al supuesto del que parte la iniciativa, la generalidad de las demandas relacionadas con la regulación del derecho de visitas no se vinculan a demandas por la tuición de los hijos, sino que se entablan en forma independiente unas de otras.  Pusieron de relieve no ser partidarias de pretender regular de manera general y abstracta la forma en que ha de ejercerse este derecho, esto es, sin considerar las circunstancias particulares de cada caso, tales como la edad y el sexo de los menores, el tipo de relación de éstos con el padre que reclama el derecho de visitarlos, etcétera, todas las cuales deben ser tenidas en cuenta y calificadas debidamente por el juez antes de establecer un régimen de visitas, por lo cual no estiman posible suplir, a través de una norma legal, la decisión judicial sobre esta materia, puesto que sólo el juez tiene la ocasión de conocer los antecedentes de cada caso concreto.


	En consideración a lo anterior y a fin de instituir de manera más clara y terminante este derecho, sin dejar supeditados su existencia y ejercicio a la dictación de una resolución judicial ligada a un juicio de tuición --como se desprende del proyecto--, estiman más apropiado modificar tanto el Código Civil --para normar la parte sustantiva de este derecho-- como la ley Nº 16.618, sobre Menores --para regular la parte proce-sal del mismo--, adecuando las disposiciones respectivas a lo establecido en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño --que tiene rango constitucional, en conformidad al artículo 5º de la Constitución Política--, cuyo artículo 9º Nº 3 reconoce “el derecho del hijo a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular“.


* * * * *


	El señor Hernán Fernández, abogado del SENAME, manifestó que la ley siempre debe cautelar el establecimiento y la mantención de los vínculos emocionales y de cercanía física que deben existir entre los hijos y el padre o madre ausente de su medio familiar directo. En general, estos vínculos se producen espontáneamente y el derecho de visita es ejercido de modo natural por el padre o madre, sin necesidad de regulación judicial.  Las dificultades se presentan cuando existe oposición para el ejercicio del derecho de visita, caso en el cual se requiere de normas legales que orienten y regulen la función judicial destinada a determinar la forma, oportunidad y condiciones de ejercicio del derecho de visita, considerando el interés y el beneficio de los hijos.


	Hizo notar que el proyecto no considera las situaciones exclusivas de juicios sobre fijación de régimen de visita, en donde no existe un juicio sobre tuición.  Al respecto, señaló que es muy frecuente que el padre o madre que no ejerce la tuición demande judicialmente la fijación de un régimen de visita respecto del hijo, sin pretender alterar la titularidad en ejercicio del derecho de tuición.


	Asimismo, estimó que la iniciativa es restric-tiva en cuanto a las personas a quienes les correspondería la titularidad de la acción para impetrar el derecho de visita, por cuanto sólo la otorga al padre o madre que carece de la tuición, dejando un vacío respecto de personas que, sin ser sus padres o parientes, han establecido fuertes lazos afectivos con un menor.


	En cuanto a la práctica procesal de fijar el régimen provisional de visitas en el comparendo del juicio sumario, práctica que estima perjudicial para el interés del niño y el del padre o madre que no ejerce la tuición, al permitir retardar excesivamente su ejercicio, señaló que ello podría evitarse si se aplicara el artículo 40 de la ley 16.618, sobre Menores, que faculta al juez de menores en este caso, para resolver provisionalmente sobre el régimen de visitas "durante el juicio o gestión, y aun antes de iniciarse", con lo que no puede sostenerse que la falta de realización del comparendo sea un obstáculo procesal para fijar el régimen provisional de visitas.


	Opinó que, atendidas las consecuencias que pudieren derivarse de un régimen de visitas que perjudique al menor, resulta conveniente que el tribunal de menores pueda contar con antecedentes que le permitan conocer las circunstancias que han impedido el ejercicio de este derecho de manera espontánea y extrajudicial por parte del padre o madre demandante. Para este efecto, el juez debería solicitar que un profesional asistente social del tribunal elaborare, sin dilaciones, un informe de la situación sociofamiliar del menor para conocer las razones que motivan la oposición del padre o madre al ejercicio del derecho de visita por parte de quien carece de la tuición.


	Respecto de la resolución que recaiga sobre la solicitud de régimen provisional de visitas, estimó que debería proceder el recurso de apelación de manera subsidiaria al de reposición, con preferencia para su vista y fallo.  A este respecto, indicó que el derecho de menores chileno adolece de un grave vacío, pues no permite impugnar las resoluciones judiciales en la materia, otorgándoles un carácter que impide cualquiera revisión por un tribunal superior, debido a que la ley Nº 19.374 hizo inapelable e improcedente el recurso de queja en estas resoluciones.


	Finalmente, el señor Fernández criticó que los juicios de tuición y aquéllos en que se deduce acción para la obtención de un régimen de visitas tengan en la actualidad la misma tramitación que los procesos civiles, quedando el interés del niño supeditado a la capacidad económica de los litigantes.


* * * * *


	El señor Hernán Villegas, Vicepresidente del Colegio de Psicólogos de Chile A.G., expresó que, de por sí, la separación de los padres es una situación-límite y que la lucha por los hijos que se plantea cuando uno de los padres se niega a que el otro progenitor lo visite está más allá de ese límite.  Entonces, cuando se presenta, quiere decir que no ha habido ninguna posibilidad de llegar a un acuerdo.  Por ello, es necesario preguntarse por qué uno de los padres se niega a que el otro vea al menor.  Aquí, señaló, se manifiesta el peligro de establecer que la libertad de visitar a los hijos sea un derecho absoluto, tal como lo plantea el proyecto en estudio.  


	Señaló que esta libertad de visita debe estar necesariamente avalada por el derecho del niño a estar bien física y psíquicamente y destacó que en este punto adquiere importancia la intervención de una serie de profesionales que, a través de informes sociales, psicológicos, psiquiátricos, etcétera, puedan asesorar al juez.


	Afirmó que, cuando hay una separación medianamente normal de los padres, éstos siguen viendo a sus hijos, a pesar del trauma que ello conlleva.  Sin embargo, en otros casos, hay una negativa casi instintiva a permitir el ejercicio de ese derecho.  Esto no significa necesariamente que quien se niega tenga la razón, pero significa que hay que averiguar a qué se debe esa oposición.  En resumen, piensa que es preciso encontrar una solución a los casos en que se niega el derecho de visita de manera infundada.


* * * * *


	Los señores Eduardo Acuña, Presidente; Juan Pavín, abogado, y Sebastián Bustamante, ex Presidente de la “Agru-pación de Padres por la Igualdad de Derechos frente a los Hijos”, señalaron valorar la intención positiva que reviste la iniciativa en estudio, en el sentido de reconocer que las visitas son un derecho de los padres que carecen de la tuición de sus hijos.  No obstante, consideraron insuficiente la proposición al tratarse de situaciones que presentan ciertas complicaciones, pues, cuando hay un padre demandando su derecho de visita, se está ante la imposibilidad de que lo ejerza por falta de acuerdo con el cónyuge que tiene la tuición.


	En razón de ello, expusieron que, así como la madre tiene en Chile reconocido por ley el derecho automático a la tuición de los hijos en caso de ruptura conyugal, el padre que carece de la custodia debiera tener también un derecho automático a visitar a sus hijos, salvo que se pueda cuestionar, por parte del otro cónyuge, la conveniencia de otorgar esta posibilidad, sobre la base de acusaciones graves y efectivas, pero no como ocurre la mayoría de las veces, en que se utilizan como meros argumentos inhabilitadores, no reales, para impedir el ejercicio de este derecho.


	Plantearon que, en la actualidad, el derecho de visita sólo existe a partir de una resolución judicial que lo reconoce y que sólo puede ser ejercido en la forma y oportunidades establecidas por el tribunal.  Creen que tal derecho debe corresponder naturalmente al padre que carece de la tuición y que debe estar así contemplado en la ley, de manera que el padre no tenga necesidad de demandar su reconocimiento por un tribunal y que sólo pueda ser objetado cuando exista razón para temer por la seguridad de los menores.


	Conforme a la experiencia acumulada por los padres que litigan a favor de sus derechos de progenitores con respecto a sus hijos, postulan que la ley contribuya a desincentivar el cúmulo de acusaciones graves que se hacen para intentar inhabilitar al progenitor que no tiene la custodia de los hijos por parte del que sí la tiene.  Sostienen que muchas veces esas acusaciones suponen, sin ningún mérito de prueba, largos meses y, a veces, años, en que tanto los padres como los hijos pierden el necesario contacto mutuo entre sí.


	Finalmente, calificaron de igualmente grave el problema que muchos padres tienen por no poder ejercer su derecho de visita, establecido por el tribunal, como producto del incumplimiento por parte del progenitor que tiene la custodia de los hijos.  Opinaron que este incumplimiento debiera ser considerado causal de pérdida progresiva del derecho de tuición.  Así, por ejemplo, si un padre o madre que tiene la custodia de los hijos se opone, sin justificación alguna, al ejercicio del derecho de visita por parte del que no la tiene, debería sancionársele con la pérdida paulatina de su derecho a conservar a los menores bajo su tuición. 


* * * * *


	El señor Fernando Coddou P., psicólogo, del Instituto de Terapia Familiar de Santiago, manifestó coincidir plenamente con mantener el derecho de visita de los padres separados de sus hijos mientras exista "silencio judicial".  Le pareció muy razonable la visita domini-cal de, a lo menos, doce horas, con regulación de la hora de término.


	Recomendó, eso sí, que, sin que signifique una obligación para los padres, se les sugiera que el contacto con sus hijos, con los que no viven habitualmente, sea absolutamente sistemático y cons-tante, en términos de mantener un sistema estable en el tiempo, es decir, que las visitas sean los mismos días y horas acordados.  Lo anterior, a su juicio, tiene enorme importancia para la buena adaptación de los niños a la situación de separación.


	Finalmente, señaló compartir el criterio básico de que, salvo situaciones claras y demostrables de riesgos para el niño por la interacción con sus padres, debe facilitarse a aquél en todo sentido su contacto estable con ambos, independientemente de que en otros ámbitos existan fallas de éstos, por las cuales deberían ser penalizados de otro modo, pero jamás privándolos del contacto con sus hijos, porque ello es siempre un castigo y un daño para estos últimos, quienes nada tienen que ver en las relaciones conflictivas de sus padres. 


V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


	Vuestra Comisión de Familia, luego de escuchar la opinión, las observaciones y las proposiciones de las personas e instituciones precedentemente individualizadas, lo que permitió a sus miem-bros formarse una más clara idea acerca de la forma en que opera en Chile la institución del derecho de visita que todo padre o madre tiene respecto de sus hijos, y por compartir plenamente los fundamentos e ideas matrices de la iniciativa, procedió a dar su aprobación, por unanimidad, a la idea de legislar.


	No obstante lo anterior, la Comisión, en consideración al alto grado de consenso alcanzado entre sus miembros en cuanto a la necesidad de adecuar la iniciativa a lo establecido en la materia por la Convención sobre Derechos del Niño, así como también para incorpo-rar en ella muchas de las propuestas formuladas con el propósito de perfec-cionarla, acordó, a fin de facilitar su discusión en particular, encomendar a los Diputados señores Elgueta y Silva, por haberse ofrecido ellos, la redacción de un texto sustitutivo que reformule el proyecto, dando cabida en él a los siguientes criterios generales:


	Conciliar la propuesta de obligar al juez a resolver de plano la solicitud de un régimen de visitas con la inconveniencia que algunos ven en conceder este derecho con el solo mérito de los antecedentes aportados por el peticionario.


	Adecuar en la ley el concepto del "derecho de visita" a lo establecido en la Convención sobre Derechos del Niño, esto es, el derecho a mantener relación directa y personal de modo regular entre padres e hijos que viven separados.


	Exigir cierta regularidad en el ejercicio de este derecho y obligar a quien lo infrinja a compensar el tiempo durante el cual no pudiere ejercerse.


	Extender la titularidad del derecho a los ascendientes y hermanos del menor, sin límites.


	Facultar al juez para suspender el ejercicio del derecho cuando ello ponga en peligro la integridad física, psíquica y moral del menor, y no sólo cuando suponga la perversión del niño por la depravación de quien lo ejerce.


VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


	En conformidad a lo señalado precedente-mente, se hace constar que, en esta etapa del debate, la Comisión discutió y votó el articulado del proyecto en base al texto sustitutivo del mismo� elabo-rado por los Diputados señores Elgueta y Silva y copatrocinado, además, por las Diputadas señoras Aylwin, Pollarolo, Prochelle y Saa, y acordó, por unanimidad, sustituir la suma del contenido de la iniciativa por la siguiente: "Modifica el Código Civil y la ley Nº 16.618, sobre Menores, con objeto de regular el derecho de mantener una relación directa y personal entre padres e hijos que vivan separados."


	A continuación, la Comisión dio a las nuevas disposiciones el siguiente trato:


	Artículo 1º.


	Reemplaza el artículo 227 del Código Civil por el siguiente: 


	"Art. 227. El padre o madre y el hijo que por cualquier circunstancia vivan separados, tienen derecho a mantener relación directa y personal, de modo regular, aunque la separación sea producto de sentencia judicial que prive a los dichos padre o madre del cuidado personal del hijo.


	Este derecho sólo podrá suspenderse por resolución judicial fundada, cuando su ejercicio suponga peligro para la integridad física, psíquica o moral del hijo."


	- Puesta en votación esta disposición, fue aprobada por unanimidad, con la sola enmienda de agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “derecho”, la frase “y el deber”.


	Artículo 2º. 


	Introduce las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.618, sobre Menores:


	Nº 1.


	Incorpora, en el artículo 26, un número 2, nuevo, del siguiente tenor:


	''2) Resolver, en caso de desacuerdo entre los padres, sobre la forma en que ha de ejercerse el derecho a que se refiere el artículo 227 del Código Civil o disponer su suspensión, según corresponda.


	El juez resolverá, a petición del interesado, de plano y con el solo mérito de los antecedentes que éste le exponga. La resolución que se dicte se notificará personalmente o por cédula.


	La oposición del otro padre se estimará como demanda y se tramitará en forma incidental.


	Si por razones imputables al progenitor a cuyo cuidado se encuentra el hijo, se frustra, retarda o entorpece de cualquier forma el ejercicio del derecho referido ya concedido al otro por resolución que cause ejecutoria, por el solo ministerio de la ley se entenderá autorizado éste para recuperar el tiempo perdido, en la misma ocasión, si fuere posible y no ocasionare perjuicios al menor; o en la próxima visita; o para acumular dicho tiempo al período mayor de permanencia siguiente que corresponda.


	Asimismo, será motivo suficiente para restrin-gir o limitar, a petición de parte, el ejercicio del derecho en cuestión al padre o madre que, injustificadamente, dejare de cumplir con los horarios acordados entre los padres o asignados mediante la resolución judicial."


	- Puesta en votación esta norma, fue apro-bada en forma unánime, sin modificaciones.


	Nº 2.


	Reemplaza el artículo 48 por el siguiente:


	"Art. 48. Cada vez que se confiare el cuidado de un menor a alguno de sus padres o a un tercero, deberá establecerse en la resolución respectiva la obligación de admitir que el menor mantenga relación directa y personal, de modo regular, con el padre o madre a quien se haya privado de dicho cuidado. La resolución determinará la forma en que se ejercerá este derecho. 


	Con todo, el juez prohibirá esta relación si estima que pone en grave peligro la integridad física, psíquica o moral del menor, en cuyo caso deberá fundar su resolución.


	Podrá asimismo el juez, de oficio o a petición de parte, disponer en la resolución que el derecho contemplado en el inciso primero de este artículo sea ejercido, en la forma y condiciones que deter-mine, por los ascendientes o hermanos del menor, debiendo éstos ser indivi-dualizados."


	- Puesta en votación esta disposición, fue aprobada por unanimidad, con la enmienda de eliminar, en el inciso segundo, la expresión “grave”, a fin de hacerla concordante con lo dispuesto en el artículo 227 del Código Civil, precedentemente aprobado.


	Nº 3.


	A fin de adecuar la referencia al derecho de visita con el cambio introducido en su denominación por el artículo 227 del Código Civil, sustituye el inciso quinto del artículo 49 por el siguiente:


	"Decretado el derecho a que se refiere el artículo 227 del Código Civil, se requerirá también la autorización del padre o madre a cuyo favor se estableció."


	- Puesto en votación este número 3, fue aprobado en forma unánime, sin modificaciones.


	Nº 4. 


	Con el mismo propósito tenido en vista en el número anterior, reemplaza, en el inciso tercero del artículo 66, la expresión “de visitas” por la oración “establecido de acuerdo con lo dispuesto en el Nº 2 del artículo 26”.


	- Puesta en votación esta norma, fue apro-bada por unanimidad, sin enmiendas.


VII. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


	Para los efectos de lo establecido en los números 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión de Familia, os hace constar lo que sigue.


	I. Que los números 1 y 2 del artículo 2º del proyecto aprobado por la Comisión tienen el carácter de normas de ley orgánica constitucional, debido a que inciden en materias relativas a las atribuciones de los Tribunales de Justicia.


	II. Que no hay disposiciones que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


	III. Que el proyecto fue aprobado en general por unanimidad.


	IV. Que no hay artículos ni indicaciones rechazados por la Comisión.


* * * * *


	Por las razones expuestas y por las que en su oportunidad dará a conocer el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, al cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la H. Corporación, se le han introducido algunas modifica-ciones de forma, que no se detallan y que se incluyen en el siguiente texto:


“PROYECTO DE LEY.


Modifica el Código Civil y la ley Nº 16.618, con objeto de regular el derecho a mantener una relación directa y personal entre padres e hijos que vivan separados.


	Artículo 1º.- Reemplázase el artículo 227 del Código Civil por el siguiente:


	“Art. 227. El padre o la madre y el hijo que por cualquier circunstancia vivan separados tienen el derecho y el deber de mantener relación directa y personal de modo regular, aunque la separación sea producto de sentencia judicial que prive a los dichos padre o madre del cuidado personal del hijo.


	Este derecho sólo podrá suspenderse por resolución judicial fundada, cuando su ejercicio suponga peligro para la integridad física, psíquica o moral del hijo."


	Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 16.618, sobre menores:


	1. Intercálase el siguiente número 2, nuevo, en el artículo 26, pasando los actuales números 2 y siguientes a ser 3 y siguientes, respectivamente:


	''2) Resolver, en caso de desacuerdo entre los padres, sobre la forma en que ha de ejercerse el derecho a que se refiere el artículo 227 del Código Civil o disponer su suspensión, según corresponda.


	El juez, a petición del interesado, resolverá de plano y con el solo mérito de los antecedentes que éste le exponga. La resolución que dicte se notificará personalmente o por cédula.


	La oposición del otro padre se estimará como demanda y se tramitará en forma incidental.


	Si, por razones imputables al progenitor a cuyo cuidado se encuentre el hijo, se frustra, retarda o entorpece de cualquier forma el ejercicio del derecho referido ya concedido al otro por resolución que cause ejecutoria, por el solo ministerio de la ley se entenderá autorizado éste para recuperar el tiempo perdido, en la misma ocasión, si fuere posible y no ocasionare perjuicios al menor; o en la próxima visita; o para acumular dicho tiempo al período mayor de permanencia siguiente que corresponda.


	Asimismo, será motivo suficiente para restringir o limitar, a petición de parte, el ejercicio del derecho en cuestión al padre o madre que, injustificadamente, dejare de cumplir con los horarios acordados entre los padres o asignados mediante la resolución judicial."


	2. Reemplázase el artículo 48 por el siguiente:


	"Art. 48. Cada vez que se confiare el cuidado de un menor a alguno de sus padres o a un tercero, deberá establecerse en la resolución respectiva la obligación de admitir que el menor mantenga relación directa y personal, de modo regular, con el padre o madre a quien se haya privado de dicho cuidado. La resolución determinará la forma en que se ejercerá este derecho.


	Con todo, el juez prohibirá esta relación si estima que pone en peligro la integridad física, psíquica o moral del menor, caso en el cual deberá fundar su resolución.


	Asimismo, podrá el juez, de oficio o a petición de parte, disponer en la resolución que el derecho establecido en el inciso primero sea ejercido, en la forma y condiciones que determine, por los ascendientes o hermanos del menor, debiendo éstos ser individualizados."


	3. Sustitúyese el inciso quinto del artículo 49 por el siguiente:


	"Decretado el derecho a que se refiere el artículo 227 del Código Civil, se requerirá también la autorización del padre o madre a cuyo favor se estableció."


	4. Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 66, la expresión “de visitas” por “establecido de acuerdo con lo dispuesto en el Nº 2 del artículo 26”.".


	SALA DE LA COMISIÓN, a 6 de octubre de 1995.











	Acordado en sesiones de fechas 2, 9 y 16 de agosto, 11, 18 y 25 de octubre, de 1995, con la asistencia de las Diputadas señoras Aylwin, doña Mariana (Presidenta); Allende, doña Isabel; Cristi, doña María Angélica; Pollarolo, doña Fanny; Prochelle, doña Marina, y Saa, doña María Antonieta; y de los Diputados señores Elgueta, don Sergio; J. Barrueto, don Víctor; Makluf, don José; Melero, don Patricio; Paya, don Darío, y Silva, don Exequiel.


	Se designó Diputado Informante al señor SILVA, DON EXEQUIEL.








ANDRES LASO CRICHTON


Secretario de la Comisión


� El Art. 543 del Código de Procedimiento Civil dispone: "Cuando se pida apremio contra el deudor, podrá el tribunal imponerle arresto hasta por quince días o multa proporcional, y repetir estas medidas para obtener el cumplimiento de la obligación.


	Cesará el apremio si el deudor paga las multas impuestas y rinde además caución suficiente, a juicio del tribunal, para asegurar la indemnización completa de todo perjuicio al acreedor".





� El texto original de la moción que se sustituye es del siguiente tenor:


	"ARTÍCULO ÚNICO.- Intercálense los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto en el articulo 48 de la ley N° 16.618, pasando el actual inciso segundo a ser inciso final:


	"Con todo, si se omitiere expresar estas circunstancias, se entenderá que el derecho a visita será ejercido en los días domingo, durante al menos doce horas, pero el menor no podrá ser devuelto a su morada después de las veintiuna horas. Las partes podrán en cualquier tiempo alterar, de común acuerdo, este régimen de visita.


	Esta norma se aplicara siempre que no se hubiere resuelto, provisoria o definitivamente, sobre la tuición.


	El juez podrá suspender el derecho a visita cuando su ejercicio pueda producir perversión del menor por depravación de quien lo ejerce. En lugar de la suspensión del derecho, el juez podrá disponer que la visita se efectúe en la morada del menor, sin retirarlo de ella, caso en el cual su duración no será inferior a dos horas, en los días que indique el tribunal.”.".





�PAGE  �16�














